
 

 



 

 
 
 
 
 
 
 
  
 

 
¡¡¡Nuestra primera edición 2015!!! 

 
Compartimos esta primera edición 2015 del boletín electrónico de 

Jubileo Sur/Américas. 
 

Un año que avanza de prisa…las luchas, dinámicas locales y 
regionales entretejiéndose a lo largo y ancho de nuestra Latinoamérica 
y Caribe, a través de este boletín queremos traer a compartir algunas 
de estas dinámicas y luchas que acontecen de forma permanente en 
los territorios, luchas que tienen como protagonistas los pueblos en 

rebeldía y auto determinados. 
 

Con certeza enfrentamos grandes desafíos, una lucha por la defensa 
de la vida en todas sus manifestaciones, por la preservación del 

territorio como espacio vivo e histórico, evidentemente son disputas 
desiguales en las que las luchas sociales se ven enfrentadas a los 

interese del gran capital. 
 

Ante esto, la respuesta sigue siendo avanzar en el camino por la 
construcción de la justicia global! 

 
Secretaria Regional 

Jubileo Sur/Américas 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

Trinidad y Tobago 
 

Convocatoria VI Asamblea del Pueblo Caribeño 
“Hacia la Integración Soberana y Solidaria de los 

Pueblos del Caribe” 
2-5 de agosto, 2015, Curazao 

 
El Comité Ejecutivo Regional de la 
Asamblea de los Pueblos del Caribe 
invita a los pueblos de nuestro Caribe 
para juntarse en Curazao desde el 2 al 
5 de agosto, 2015 bajo el tema "Hacia 
la integración soberana y solidaria de 
los Pueblos del Caribe”.  
 
Esta Sexta Asamblea de los Pueblos 
del Caribe se llevará a cabo en un 
momento verdaderamente importante 
en la historia de la región.  

 
• Aún cuando celebramos el aniversario 211 de la independencia de Haití - el 
primer país de nuestra región en lograr su independencia y los 51 años de la 
independencia de Jamaica y Trinidad y Tobago, los primeros países en lograr su 
independencia de Gran Bretaña, el Caribe sigue siendo la región que tiene el 
número más alto de colonias que cualquier otra región en el mundo. Hoy en día, 
en plena segunda década del siglo XXI, Puerto Rico, las Islas Vírgenes 
Estadounidenses (colonias de los Estados Unidos); Martinica, Guadalupe, San 
Bartolomé y Guayana (colonias de Francia); Anguila, Montserrat, Islas Vírgenes 
Británicas, Bermuda, Islas Turcas y Caicos, Islas Caimán (colonias de Gran 
Bretaña); Curazao, Aruba, Bonaire, San Eustaquio (colonias de Holanda) y San 
Martín (una colonia de Francia y Holanda) son todas colonias. Esta es una afrenta 
a los ideales de la libertad, la identidad y la autodeterminación y es un obstáculo 
para la plena integración del Caribe.  
 
• Hace casi once años, el 1 de junio de 2004, las tropas militares de la 
MINUSTAH, la Misión de Estabilización de las Naciones Unidas en Haití entraron 
en Haití bajo el pretexto de restaurar la "estabilidad". La presencia de la 
MINUSTAH sólo ha aumentado el nivel de violencia que se ejerce sobre el pueblo 
haitiano y ha causado la muerte de miles de personas a través de la introducción 
del cólera. La ocupación militar de Haití por las tropas de la MINUSTAH está en 
contradicción con el ideal de la independencia y la soberanía.  
 
• El Caribe ha sido una región de conquista y contestación imperial desde el siglo 
XVI. En los siglos XX y XXI, Estados Unidos ha asumido el papel del poder 
imperial y ha violado repetidamente la soberanía de los Estados del Caribe. En 
2015 conmemoramos dos acciones imperialistas importantes: el 100 aniversario 



 

(centenario) de la primera invasión a Haití por tropas norteamericanas en 1915; y 
el 50 aniversario de la invasión militar estadounidense a la República Dominicana 
(1965).  
 
• Nos reuniremos en el contexto de un proceso de establecimiento de las 

relaciones diplomáticas entre Cuba y los Estados Unidos, un acontecimiento sin 

precedente en los 21 años desde la celebración de nuestra primera Asamblea en 

1994. Sin embargo, al mismo tiempo, deploramos las acciones imperialistas de los 

EE.UU. de mantener el bloqueo ilegal e injusto contra Cuba y negarse a poner fin 

a su ocupación de la base militar de Guantánamo. 

En este momento nuestra región se enfrenta a amenazas muy graves. Nos han 
incorporado al sistema capitalista global desde el siglo XVI y desde entonces, los 
impactos de la crisis de ese sistema han sido más graves en nuestra región, dada 
la realidad de nuestros países que operan en la llamada periferia. Hoy en día esto 
se manifiesta en el hecho de que el Caribe es una de las regiones más 
endeudadas del mundo; muchos de nuestros países están implementando 
programas de ajuste estructural dictados por el FMI, mientras que las políticas 
neoliberales están destruyendo las economías locales resultando en la 
concentración de la riqueza y la propiedad de los recursos en las manos de unos 
pocos al costo de la degradación de la vida humana de hombres y mujeres 
comunes y en especial a los más vulnerables - los niños, los ancianos y los 
minusválidos.  
 
La agenda neoliberal se traduce cada vez más en desigualdad y crisis sociales 
multidimensionales que incluyen: la pérdida de puestos de trabajo y la sustitución 
de empleos dignos con el trabajo precario; alto desempleo, especialmente entre 
los jóvenes; disminuciones en gastos públicos para la seguridad social y redes de 
seguridad social; la reducción y/o pérdida de beneficios de pensión; la inflación y/o 
recortes salariales forzosos; la privatización de los bienes y servicios como el 
agua, la electricidad, el transporte público, la salud y la educación; el 
empeoramiento de las condiciones de la vivienda; la alienación juvenil y el 
surgimiento de las pandillas y la violencia juvenil resultante del tráfico de drogas y 
otras actividades ilegales. Esta crisis, está agravada por las realidades del cambio 
climático y las amenazas que ésta representa para nuestros ecosistemas frágiles y 
el desarrollo económico sostenible.  
 
Por lo tanto nuestra Asamblea en Curazao, nos dará la oportunidad de analizar la 
coyuntura actual, las condiciones de los pueblos del Caribe y nos permitirá 
fortalecer nuestra solidaridad a medida que profundizamos aún más el proceso de 
integración regional. Por lo tanto, los subtemas de la IV Asamblea son:  
 
• El Impacto de la Crisis Capitalista Global en los Países y Pueblos del Caribe  
• La Lucha contra el Colonialismo y la Militarización y por la Soberanía del Caribe  
• El Imperativo de la Soberanía sobre nuestros Recursos Naturales y los Bienes 
Comunes  



 

• La Crisis del Cambio Climático y los Impactos en los 
Estados del Caribe  
• La Migración, el Libre Tránsito, la Comunicación, la 
Diversidad Cultural y la Ciudadanía en el Caribe  
• El Papel de los Movimientos Sociales en la Lucha por 
la Integración y la Construcción de Alternativas 
Populares  
 
Pueblos del Caribe: Estamos en un momento de 
crisis y oportunidad. Esta Asamblea es un llamado a 
nuestros movimientos sociales que son 
instrumentos fundamentales de los pueblos para 
responder a la crisis mediante la construcción de la 

solidaridad y la integración de la región. Somos testigos de las experiencias de 
los pueblos de América Latina - nuestros vecinos más cercanos - que, en las 
últimas dos décadas, han construido alternativas a la agenda neoliberal debido a 
la fuerza de la intervención de sus movimientos sociales. Un poco más lejos y, 
más recientemente, la gente en Grecia y España están también desafiando el 
status quo neoliberal y lo está haciendo sobre la base del poder de sus 
movimientos sociales.  
 
Como pueblos del Caribe hemos soportado la conquista colonial, el genocidio de 

los pueblos originarios y la esclavitud. A través de los años y a pesar de las 

enormes dificultades, hemos humanizado nuestro espacio y hemos creado una 

civilización única caribeña. No tenemos ninguna duda que vamos a enfrentar con 

éxito las amenazas que ahora encaramos. La solidaridad y la integración de la 

región son esenciales para que tengamos éxito en enfrentar estos desafíos. En 

Curazao desde el 2 al 5 de agosto, nos encontraremos en la VI Asamblea de los 

Pueblos del Caribe para perseguir esa meta! 

Rosa-Mae Whittier  

E-mail:rwhittier@owtu.org 

Costa Rica 

AGENDA CANTONAL DE MUJERES DESAMAPRADEÑAS 
“PROMOVIENDO UNA CULTURA DE PAZ” 

Beatriz Castro Zúñiga. Fundadora y Presidenta de la Agenda Cantonal de Mujeres 
de Desamparados (ACAMUDE) de Costa Rica brindó una entrevista a 
Comunicaciones Jubileo Sur/Américas con el objetivo de dar a conocer sobre el 
quehacer de su organización 
 
Nacimos en 1996 somos una organización autónoma que logra plasmar las 
demandas de las mujeres y elaborar su propia agenda dando insumos importantes 
para el desarrollo de acciones a favor de las mujeres en el cantón de 



 

Desamparados del que se desprende nuestro nombre. 
Surge como un espacio articulador de las mujeres frente a 
la necesidad de construir un espacio propio con base social 
que pueda monitorear la implementación de compromisos 
específicos a favor de las mujeres mediante su Plan de 
Acción Para la Igualdad y la Equidad de Género. 
 
Somos mujeres que trabajamos en la búsqueda de nuestras 
propias formas de organización,  conformando un equipo de 
trabajo que incida en las diferentes áreas del quehacer 
cantonal y comunitario aportando al desarrollo desde 
nuestras capacidades y acción conjunta.  Basadas en el 
principio de solidaridad, equidad e igualdad entre los 

géneros. Buscamos una  mejor calidad de vida desarrollamos  programas y 
proyectos que beneficien a toda la población.  Visionamos ser una organización 
que fomente permanentemente el desarrollo de las mujeres del Cantón de 
Desamparados desde el contexto privado y el público contribuyendo a la 
construcción y fortalecimiento de la sujeta política desde lo ético, lo conceptual y lo 
práctico. 
 
Nuestro compromiso es aportar al desarrollo de las mujeres, para impulsar y 
propiciar el ejercicio de sus derechos de manera de que se apropien, controlen y 
accedan a los recursos del Estado, la comunidad y la familia económicos, 
sociales, culturales y políticos en todos los ámbitos de su vida, en condiciones de 
equidad e igualdad con los hombres, mediante la realización de acciones 
concretas y consciente de su género y su compromiso consigo misma y con el 
medio en que se desenvuelve. Para ello coordinará esfuerzos con organismos 
locales, nacionales e internacionales, gubernamentales y no gubernamentales, de 
manera de obtener su autosostenimiento con proyectos propios que genere 
recursos económicos suficientes y aseguren el cumplimiento de sus objetivos. 
 
Ejes temáticos: 
Derechos de las mujeres 
Sensibilización de género 
Participación política y toma de decisiones 
Educación 
Salud de las mujeres 
Violencia 
Acceso a los recursos y a la tenencia de la vivienda 
y la propiedad 
Mujer y discapacidad 
Mujeres Adultas Mayores 
Mujeres niñas y Adolescentes 
Mujer empleo y trabajo 
Derecho a un medio ambiente sano 
Derecho al acceso a los servicios sociales y culturales 
Mujeres con problemas de adicción 



 

 
Nuestros programas pretenden dar respuesta a las necesidades planteadas por 
las mujeres según nuestra capacidad y prioridades. 
Equidad e igualdad de género 
Escuela de mujeres Ligerezas 
Área Capacitación para dotar de herramientas para el trabajo (23 cursos en áreas 
académicas y técnicas, acompañadas con charlas de humanidades) 
Bolsa de Empleo 
Ferias de la Salud 
Foro permanente de análisis de la problemática nacional y su impacto en la vida 
del cantón (desde la perspectiva de género) 
Agricultura urbana 
Calidad de vida (Ciclismo recreativo, rescate de talentos, consejería, atención 
Psicológica, asesoría legal, otros)  
 
Redes en las que participamos: 
Nacionales:  
Red costarricense de Agendas Locales de mujeres  
Red Control Ciudadano 
Internacionales: Foro Mesoamericano de los pueblos 
Centro América para el dialogo  
Jubileo Sur 
 
Nuestra filosofía se fundamenta en los siguientes valores: 
El liderazgo de las mujeres es fundamental para generar corrientes de opinión que 
tengan nuevos referentes del rol de las mujeres. 
 
Desarrollo de las mujeres del cantón de Desamparados que sufran como mínimo 
dos causas de los problemas focales (pobreza y discriminación) 
 
Damos una contribución a la eliminación del sistema patriarcal. 
 
Ser coherentes con lo que propugnamos, y que toda mujer que pase por la 
nuestra organización tenga la capacidad desde lo público y lo privado, de 
contribuir a eliminar el sistema patriarcal. 
Constructivas y contar con capacidad para formular propuestas. 
 
Claridad teórica. Conceptual e ideológica que nos permita erradicar los 
fundamentos del patriarcado en la relación entre mujeres integrantes de la 
organización. 
 
Autonomía del Estado, los partidos políticos, cooperación internacional y cualquier 
fuerza externa que trate de limitar nuestro accionar. 
 
Las mujeres tienen iguales capacidades que los hombres por lo que deben tener 
las mismas oportunidades de desarrollarse plenamente y acceder a bienes y 
servicios en igualdad de condiciones. 



 

 
El Estado debe incorporar dentro de sus ejes fundamentales la eliminación de la 
desigualdad basada en cualquier diferencia cultural, de clase social o económica 
garantizando el pleno acceso al bienestar individual y colectivo. 
 

Con respecto al TLC como saben Costa Rica fue 
el último país en aprobarlo luego de muchas 
demandas y luchas tratando que no se ratificara, 
ha sucedido grandes movilizaciones de parte de 
la sociedad civil y movimientos sociales  que 
decíamos NO AL TLC, se hicieron predicciones 
que esto vendría a mejorar la vida de los 
Costarricenses, sin embargo hoy en día tenemos 
el mayor índice de desempleo en la historia del 
país, 3 días después de ser ratificado por la 

asamblea legislativa varias empresas se retiraron del país empresas textileras 
hacia Nicaragua y Honduras,  de comida y otras empresas o franquicias de 
comida rápida que más que tristeza nos da alegría porque lo único que hacen es 
dañar la salud de las personas, INTEL empresa de telecomunicaciones se fue 
para estados Unidos. 
 
En el tema de comunicaciones hay un balance positivo a pesar que entraron las 
empresas de Claro y Movistar que tienen gran fuerza en la región han dado lugar 
a que la empresa nacional nuestra de telecomunicaciones pueda fortalecerse, lo 
que ha permitido que los Costarricense prefieran nuestro servicio nacional. La 
Energía también ha mantenido un balance positivo. 
 
Existe un sentimiento muy claro en la población un sentimiento de engaño por 
parte de los TLC y con esto un repudio muy grande que se reflejó en las urnas en 
las elecciones pasadas hace 1 año y 3 meses cuando 1millon 300 mil personas 
votaron en contra del bipartidismo quienes han venido impulsando el TLC en 
Costa Rica, todo esto del TLC ha sido terrible para la ciudadanía ya que todas las 
transnacionales  de capital estadounidense, en ninguno de estos proyectos le dan 
trabajo a los costarricense ya que traen a sus trabajadores aumentando el 
desempleo en el país. 
 
En Costa Rica es difícil hablar de Deuda porque no es prioridad para nuestras 
organizaciones sociales, tomando en cuenta que la Deuda  es más interna que 
externa. Sin embargo intentamos hacer un esfuerzo para poner en discusión este 
tema dentro de nuestra población. 
 
Comunicaciones Jubileo Sur/Américas 
 
 



 

Nicaragua 

 
 
Honduras 

 
Enfrentamos una campaña de racismo y discriminación 

promovida y alimentada por el propio estado 
 

En el marco del VI Encuentro Latinoamericano 
de Economía Solidario y Comercio Justo 
(RIPES) Managua abril 2015, organizaciones de 
Nicaragua y Honduras que hacen parte de 
Jubileo Sur/Américas se juntaron para participar 
y poder conjuntamente reflexionar sobre los 
basamentos y prácticas de la economía 
solidaria y la relación que esta tiene con los 
modelos de endeudamiento a nivel regional y 
global. 
 

El compañero Selvin Benedit Lopez, de la Organización Fraternal Negra 
Hondureña (OFRANEH) nos compartió información sobre los procesos de lucha y 
resistencia que las comunidades Garífunas están librando en su país: 
  
OFRANEH 
La Organización Fraternal Negra Hondureña, OFRANEH, Surgió en el año de 
1978, como Federación del pueblo Garífuna de Honduras, compenetrándose en la 
defensa de sus derechos culturales y territoriales, con el propósito de lograr la 
sobrevivencia como cultura diferenciada. Fue la primera organización de base de 



 

los pueblos indígenas de Honduras, dedicándose a atender las necesidades 
inmediatas de nuestro pueblo. 
 
Venimos luchando sobre las diferentes 
problemáticas que viven en nuestros 
territorios, las comunidades Garífunas 
estamos ubicados en la costa norte, 
concretamente en cinco 
departamentos: Desde el 
departamento de Puerto Cortez hasta 
Gracias a Dios, con 46 comunidades 
Garífunas. Llegamos a honduras en el 
año 1797, desde ese momento hemos 
vivido en un proceso de resistencia 
permanente, ya que históricamente ha 
habido una intención de exclusión 
hacia nosotros, un hecho que en la actualidad ha venido tomando mayores 
dimensiones. 
 
En los últimos tres años hemos estado en un proceso de recuperación de nuestros 
territorios, dada la labor de  lucha en tantos años, el año pasado hemos  logrado 
presentar dos casos de denuncia en la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos (CIDH), que tiene que ver con el abuso y usurpación de nuestros 
territorios.  
 
Nos encontramos en una lucha muy fuerte por la recuperación de uno de nuestros 
territorios: Vallecito, ubicado en la costa norte, departamento de Colón, municipio 
de limón, tiene una proporción de 1200 hectáreas y pertenece jurídica y legamente 
a las comunidades Garífunas.  
 
Esta no es una lucha fácil, nos toca enfrentarnos con terratenientes, hay 
amenazas por el narcotráfico, esto está generando temor en la población, pero 
necesitamos denunciarlo; de hecho fue en esta zona en donde el año pasado se 
dio el secuestro de varios de nuestros compañeros de OFRANEH, dentro de ellos 
nuestra compañera Miriam Miranda. 
 
Nos ubicamos en campamentos y vamos recuperando la forma organizativa de la 
comunidad, luchando por la permanencia de nuestras raíces ancestrales, por los 
derechos a construir nuestras formas de vida, a luchar por los recursos de 
nuestros territorios; pero claro que nos toca lidiar con los colones invasores, con el 
crimen organizado y con las fuerzas represivas del estado Hondureño. 
 

Una de las instituciones que está detrás de 
estos ataques, es el Instituto Nacional 
Agrario (INA) que promueve las invasiones 
de parte de grupos colones,  la intención 
no es de beneficiarlos, es más bien de 



 

utilizarlos para promover nuestra expulsión de nuestra propias tierras; estos 
grupos invasores  tienen más de un año de estar rodeando nuestro territorio 
(Vallecito).  
 
El mismo subdirector del INA se hizo presente en Vallecito con pretensiones de 
entregar tierras de nuestras comunidades a estos grupos, hecho que no 
permitimos, pero se nos agrava la situación de acoso y amenazas. El mensaje del 
estado Hondureño hacia nuestras comunidades es muy claro: ¨Los pueblos 
Garífunas no somos hondureños y son los grupos invasores los que tienen 
derecho de saquear nuestro territorio¨ claro que detrás de todo esto se busca dejar 
el espacio para los fines comerciales, un ejemplo producción de monocultivos, por 
ejemplo la Palma Africana, un cultivo que nos está depredando y acabando con 
los recursos en nuestros territorios.  
 
Comunicaciones Jubileo Sur/Américas 
Foto: Selvin Benedit 
 

 
Berta Cáceres recibió premio Goldman por enfrentar peligrosa 

represa 
 

Berta Cáceres, la activista indígena del pueblo Lenca que destacó en su lucha por 
evitar la construcción de una represa que amenazaba con desplazar a cientos de 
indígenas, fue galardonada el lunes 20 de abril con el prestigioso premio ambiental 
Goldman. 
 
En medio de amenazas de muerte y secuestro contra ella y su familia, Berta 
Cáceres fue el rostro visible de una tenaz lucha social que evitó la construcción de 
la represa Agua Zarca tras lograr que la empresa china Sinohydro paralice la obra 
el 2013. 
 
La represa impediría a la comunidad Lenca desarrollar sus actividades agrícolas al 
privatizar no solo el río sino varios kilómetros a la redonda. Además, afectaría el 
uso de las aguas para el consumo, el riego de cultivos y la pesca artesanal. 
 
Por su parte, los promotores de la obra aseguran que la planta, con una capacidad 
de 22 megavatios (MW), forma parte de un plan para asegurar el abastecimiento 
eléctrico renovable en uno de los países más pobres de la región. 
 
La premiación de Cáceres fue aplaudida por diversas organizaciones de defensa 
de los derechos humanos de su país. 
 
Por ejemplo, Berta Oliva, presidenta del Comité de Familiares Desaparecidos en 
Honduras (COFADEH), afirmó a Reuters que Berta Cáceres “es una mujer 
dedicada a la defensa de su pueblo y su tierra poniendo en riesgo su vida por los 
grupos económicos que promueven estos proyectos hidroeléctricos y mineros”. 



 

 
Cabe recordar que Berta Cáceres registra en su trayectoria la co-fundación en 
1993 del Consejo Cívico de Organizaciones Populares e Indígenas de Honduras 
(COPINH), cuyo objetivo fue enfrentar las crecientes amenazas de la tala ilegal, la 
defensa de los derechos del pueblo Lenca y la mejora de sus condiciones de vida. 
Una lucha de largo aliento 
 
En una entrevista hecha por la BBC, Cáceres relata que el conflicto con la represa 
empezó el 2006 cuando la comunidad de Río Blanco fue a pedir su ayuda, luego 
de presenciar el ingreso de maquinaria pesada como parte del proyecto 
hidroeléctrico. 
 
“Nadie del gobierno les había comunicado nada”, dijo. 
Cáceres indica que tiempo después se enterarían que la represa Agua Zarca 
había sido aprobada con una concesión a la empresa hondureña Desarrollos 
Energéticos SA, DESA, con el respaldo de la compañía china Sinohydro. 
Según Cáceres, el proyecto hidroeléctrico negó el derecho de consulta libre previa 
e informada, garantizado en el Convenio sobre Pueblos Indígenas núm. 169 de la 
Organización Internacional del Trabajo (OIT), ratificado por Honduras. 
 
Frente a ello, la indígena de 42 años emprendió el 2010 una larga protesta junto a 
la comunidad Lenca. El acto más representativo se dio el 2013 con el bloqueo 
indefinido de carreteras para impedir el paso de las maquinarias. 
 
“Había presencia y hostigamiento militar, policial, guardias privados, sicarios. 
Incluso la policía hizo acciones en que apuntó los cañones de sus fusiles a las 
cabezas de niños y niñas y ancianos de Río Blanco”, cuenta Berta Cáceres. 
 
Informe Global Witness: la amenaza por defender el ambiente 
Pese a las amenazas de muerte y secuestro que sigue recibiendo, Berta Cáceres, 
madre de cuatro hijos, no teme al creciente clima de represión que ha conllevado 
que al menos tres compañeras suyas hayan sido asesinadas desde el 2013 por 
oponerse a la obra. 
 
De acuerdo a un estudio publicado por la organización no gubernamental Global 
Witness, cada semana mueren asesinados en todo el mundo dos activistas 
medioambientales, siendo precisamente Honduras el país más peligroso para los 
defensores de la naturaleza. 
 
La citada asociación advirtió que el número de asesinatos de activistas 
medioambientales y de la tierra alcanzó en 2014 una media de “más de dos por 
semana”, lo que supone un aumento de un 20 por ciento respecto a 2013. 
 
“En Honduras, de 2002 a 2014 se produjeron 111 asesinatos de activistas 
ambientales”, señaló el medio informativo Iagua.“Esto es a lo que nos 
enfrentamos”, concluyó Berta Cáceres. 
 



 

El Salvador 
 
Zulma Larin, compañera de la Red Ambientalista 
Comunitarios de El Salvador (RACDES), brindo 
una entrevista a Jubileo Sur/Américas a fin de 
conocer sobre el proceso de lucha que esta red, 
junto con otras están desarrollado en el frente 
de lucha por el derecho al agua y a la soberanía 
alimentaria, esto nos compartió nuestra 
compañera:  
 

Como RACDES trabajamos en diferentes escenarios, por una parte acompañando 
procesos de educación a nivel comunitario, con un enfoque en la defensa de 
derechos humanos, ya que nos asumimos como defensores de la vida! Y esto se 
conecta con el tema de los derechos económicos, sociales y culturales y los 
derechos de la tercera generación que es el derecho a la paz y a un ambiente 
sano, digamos que todo eso lo combinamos con una educación política hacia los 
grupos, allí interviene mucho el tema histórico, por ejemplo  los derechos civiles y 
políticos que ganamos haciendo la guerra. 
 
En la organización tenemos compañeros que le dan seguimiento al tema de las 
alianzas, y hacemos parte de dos espacios: El foro del Agua y La mesa de 
Soberanía Alimentaria, aquí también hay ONGs, universidades y otros grupos. En 
esa lógica es que nos articulamos en estos espacios para dirigir ante la asamblea 
o ante los tomadores de decisiones nuestras demandas. 
 
En estos dos espacios nos hemos logrado juntar a pesar de las diferencias 
particulares que cada organización tiene, ya que se prioriza los objetivos comunes. 
Las demandas que tenemos son: 
 
Que se ratifique el derecho humano al Agua, que está dentro del artículo 69 en la 
Constitución. 
 
Lo otro tiene que ver con la soberanía alimentaria y la aprobación de la ley 
En relación al agua y en relación a la 
alimentación, es necesario que se ratifique el 
artículo 69 de la constitución, si esto no pasa no 
se puede pedir que formulen leyes para dar 
paso que la ley de Agua tuviera rango 
constitucional. 
 
Para nosotros es importante participar en esos 
espacios, porque son temas que nos unen, claro 
que en el espacio hay como intereses de 
aquellos que tienen recursos económicos y organizaciones como la nuestra que 
no contamos con recursos económicos, pero que compartimos las propuestas y 



 

estamos dando una pelea para hacer de esto una lucha popular por la defensa del 
agua y la comida en los territorios, nosotros tenemos una claridad de esto. 

 
Tenemos que tomar en cuenta que la  situación en 
términos de disponibilidad del recurso hídrico en el 
país son problemáticas : Primero porque hay en El 
Salvador  un 40% de la población no tiene todavía 
acceso al agua potable; y a pesar de que la 
naturaleza  nos quiere mucho, nos da agua 
todavía para poderla almacenar, o sea que el 98% 
del bosque primario en el salvador ya no existe, es 
decir que el agua no la está absorbiendo la tierra 

porque hemos cometido el crimen de botar su bosque o de ponerle cemento a la 
tierra, especialmente en las zonas de recarga hídrica, un caso que representa bien 
esto es el de lo que fue el Espino, (San Salvador), principal reserva de bosque y 
biodiversidad y zona de recarga de agua, en donde actualmente se han 
construidos grandes centros comerciales.  
 
A quien no le interesa que estas leyes se apruebe es al sector dominante, 
representado en la oligarquía financiera de este país, porque todavía siendo el 
agua y la alimentación un recurso estratégico para la vida, o medio para la vida, 
ellos ven mucha mercancía en estos recursos, se trate también de las 
transnacionales, además recordemos de la nuevas figuras llamadas asociaciones 
públicos- privados, que están buscando privatizar estos recursos vitales para la 
vida. 
 
Para nosotros esta claro que el tema de los 
derechos económicos, sociales y culturales en 
El Salvador siguen siendo una necesidad 
urgente, el pueblo todavía no goza plenamente 
de esos derechos. 
 
Si el pueblo va solo por la vía constitucional no 
creemos que se avance mucho ya que   la 
asamblea no da mucho elemento para poder 
lograr la lucha solo allí, necesitamos hacer la lucha en la calle porque como ha 
quedado esta asamblea, no hay correlación, sin embargo logramos que el tema de 
la reforma, es decir que la derecha de este país se pueda interesar en ratificar el 
derecho, eso es lo que se logró. Se ha logrado que la discusión siga abierta, de lo 
contrario tuviésemos que esperar 6 años para que se reforme nuevamente el 
artículo 69. 
 
Se necesita mayor movilización del pueblo y toma de conciencia de para que 
pueda ser la pelea en las calles, mas que en la asamblea misma. 
 
Comunicaciones Jubileo Sur/Américas 
Foto: Everardo Piche 



 

 

Panamá 

Se fortalece la solidaridad y unidad latinoamericana en el marco 
de la Cumbre de los Pueblos en Panamá 

 
Panamá fue el epicentro de atención por doquier 
de medios nacionales e internacionales, pero más 
sobre los pueblos que ven con esperanza que 
desde las mismas bases de los sectores 
organizados converjan e impulsen puntuales 
acciones de las voces de los excluidos en la 
Cumbre de los Pueblos. Más no así como de la 
Cumbre de las Américas que ven el 

incumplimiento y retorica desgastada de solución a los problemas sociales y 
políticos de la región. 
  
Muchas fueron las temáticas y escenarios que se debatiron por las fuerzas 
sociales y representantes gubernamentales, desde la independencia de Puerto 
Rico, la derogación del decreto de Obama hacia Venezuela y las relaciones de 
Cuba con los estados Unidos. 
  
En este último punto y en el marco de la Cumbre de los Pueblos en Panamá, la 
verdadera sociedad civil cubana se hizo presente el martes 7 de abril en el 
Auditorio José D. Moscote, de la Facultad de Economía, de la Universidad de 
Panamá. En la misma se presentó un tabloide en el cual se detalla el perfil de los 
enemigos de Cuba, que se hacen pasar por representantes oficiales e integran 
una exigua oposición la cual opera desde el extranjero en busca de desprestigiar 
la Cuba digna y soberana. 
  
Aquí la declaración por parte de la verdadera sociedad civil cubana: 
  
Los representantes de Cuba asistentes a los Foros Paralelos de la Cumbre de las 
Américas, denunciamos la presencia en estos espacios de mercenarios pagados 
por los enemigos históricos de nuestra nación. 
  
Integran una exigua “oposición” fabricada desde el extranjero, carente de toda 
legitimidad y decoro. Varios de sus miembros, incluso, se vinculan públicamente a 
reconocidos terroristas que han ocasionado infinito dolor al pueblo cubano. 
  
Resulta ofensivo que participen en estos Foros aquellos que han hecho de la 
traición a la Patria un oficio bien retribuido y usurpan de manera vergonzosa el 
nombre del país que calumnian y ofenden día a día. 
  



 

Al mismo momento en que la delegación 
cubana hacia declaraciones públicas a la 
batería de medios de comunicación nacional e 
internacional, miembros de distintas 
organizaciones sociales presentaban una 
carta de solicitud a la cancillería de Panamá, 
medidas para que suspendieran las protestas 
de grupos disidentes cubanos y venezolanos. 
  
Es preciso destacar que en la Cumbre de los 

Pueblos, además de la presencia del presidente Evo Morales por Bolivia se unió el 
presidente de Ecuador Rafael Correa y presidentes Nicolás Maduro de Venezuela. 
  
Entre las exigencia más concurrentes de las delegaciones internacionales como 
nacionales de los movimiento sociales fue derogar el decreto que califica a 
Venezuela como una “amenaza”, solicitud a Obama para que Estados Unidos pida 
perdón por la invasión estadounidense a Panamá de 1989 y que se indemnice a 
los familiares las víctimas de esa intervención militar. También el derecho a la 
independencia de Puerto Rico y el fin del bloqueo de Estados Unidos a Cuba. 
  
En la Cumbre de los Pueblos participaron 3 mil representantes de movimientos 
sociales, un espacio que va más allá de un encuentro social, ya que su objetivo 
paralelo al encuentro presidencial auspiciado por la Organización de Estados 
Americanos (OEA) es presentar también las demandas de los pueblos 
configuradas en las voces participes en distintas mesa de trabajo, que luego de 
manera unificada son presentadas por los presidentes solidarios a la Cumbre de 
los Pueblos para que desde su instancia jerarca puedan ventilarla a la Cumbre de 
las Américas. 
  
Ejemplo que podemos citar es la propuesta de la 
Confederación Sindical Única de Trabajadores 
Campesinos de Bolivia (CSUTCB) que planteó en 
la Cumbre de los Pueblos en Panamá, la 
constitución de un Consejo Latinoamericano de 
Defensa de la Soberanía de los Estados ante la 
injerencia estadounidense en la política de la 
región. 
  
Una de las cualidades de estas cumbres fue el blindaje a los mandatarios, y en 
ese sentido el presidente Obama sitio a la ciudad de Panamá con su artillería 
militar que hizo recordar a los panameños la invasión del 20 de diciembre de 1989. 
Esto lo evidenciamos en más de un centenar de agentes del servicio secreto y un 
arsenal de armas. Entre lo señalado estuvo ‘La Bestia’, el Cadillac construido 
especialmente por General Motors para Obama en 2009, y un portaaviones. 
  
Para algunos analistas internacionales se dio una derrota a la política 
intervencionista, ya que a una década de la derrota del ALCA, cómplices y serviles 



 

gobiernos de la región al gobierno de Estados Unidos no han podido cumplir con 
los preceptos. Además que el ambiente en ambas cumbre, son los pueblos y 
delegaciones internacionales populares que han manifestado que la verdadera 
convocatoria es la Cumbre de los Pueblos porque abre sus puertas para un 
debate serio y pluralista sin restricciones como lo hace la OEA con su Cumbre de 
las Américas. 
 
Olmedo Carrasquilla  
Radio Temblor 
Medio Alternativo del Colectivo Voces Ecológicas COVEC 
 

Haití 
 

Carta abierta a la Jefa de la MINUSTAH, de visita en Montevideo 
 

Montevideo, 6.5.15 – La Coordinación por el retiro de las 
tropas de Haití, núcleo que agrupa un importante abanico de 
organizaciones populares uruguayas desde hace tiempo en 
la lucha por un Haití libre de fuerzas ocupantes, convocó hoy 
frente al hotel donde se realizaba la Conferencia Regional 
sobre las Misiones de Paz, para repudiar su presencia en 
Haití y reclamar nuevamente el fin de la MINUSTAH. En la 
ocasión, se hizo entrega de una Carta abierta dirigida a la 
Sra. Sandra Honoré, Jefa de la MINUSTAH y Representante 
Especial del Secretario General de NN.UU. en Haití. 

 
A continuación se reproduce el texto de la Carta abierta. 
 
CARTA ABIERTA A LA SRA. JEFA DE LAS MINUSTAH 
 
Montevideo, 6 de mayo de 2015 
 
Sra. Jefa de las Minustah 
 
Sandra Honoré 
 
Queremos hacerle llegar, nuestro firme rechazo a la situación de avasallamiento 
que vive el pueblo haitiano. Este pueblo, al que se pretende invisibilizar, no ha 
cesado de expresar en manifestaciones multitudinarias su rechazo más absoluto 
al invasor, a las tropas de ocupación que representan las Minustah, exigiendo su 
retiro inmediato, sobre lo que en dos oportunidades, el disuelto senado haitiano, 
también se ha expedido por unanimidad . ¡Hay que terminar con 100 años de 
ocupación y colonización de EEUU! Exigimos que cese la intervención económica, 
política y militar de la llamada “comunidad internacional” en los asuntos internos 
de ese país. 
 



 

Exigimos en especial, que se retiren de manera inmediata e incondicional, las 
tropas de la MINUSTAH que ocupan Haití, que se ponga fin a la tutela que ejerce 
sobre su presente y futuro y que se repare los daños y crímenes cometidos. 
 
Desde hace 11 años las tropas de la Misión de Naciones Unidas para la 
Estabilización de Haití – la MINUSTAH -, ocupan Haití a pedido de las potencias 
como EE.UU., Francia y Canadá. El Consejo de Seguridad renovó su mandato, 
reafirmando su permanencia hasta por lo menos 2016, negando por completo, la 
incidencia de esa misma presencia en el desarrollo de los acontecimientos. Desde 
entonces, la crisis política provocada en ese país no deja de profundizarse, las 
muestras de intromisión sobre todo del “Core Group” de la “comunidad 
internacional” se multiplican a diario y las fuerzas de la MINUSTAH han 
participado activamente en la represión de las manifestaciones multitudinarias que 
ha provocado varias muertes. 
 
La grave crisis que hoy enfrenta el pueblo haitiano, agravada con el golpe del 
actual gobierno con cuatro años sin realizar las elecciones a las que estaba 
comprometido constitucionalmente y la fragilidad del proceso electoral actual 
amenazado por las maniobras del gobierno y de los narcotraficantes, desmiente 
todos los argumentos esgrimidos para justificar la continuidad de la MINUSTAH. 
¿Cómo pueden hablarle al pueblo haitiano de soberanía y democracia, de respeto 
por su Constitución, quienes ocupan su suelo con tropas extranjeras, que 
desprecian a la población y la someten desconociendo sus derechos más básicos, 
como el de autodeterminarse? ¿Cómo pueden hablar de reinstitucionalizar, si han 
manipulado las elecciones presidenciales e impuesto al actual presidente, para 
luego seguir apoyando sus atropellos e incumplimientos constitucionales? ¿Y han 
introducido la epidemia de cólera, que hasta ahora ha matado a 8.700 haitianas y 
haitianos e infectados a otras 730.000 personas, negándose a la vez a aceptar su 
responsabilidad, escondiéndose en la impunidad total? 
 
La tercerización de la ocupación militar, a tropas latinoamericanas mayormente, 
además deja libres a los poderes de siempre para concentrarse en la ocupación 
política y económica de Haití, continuando las perversas prácticas colonialistas de 
siglos. Especializándose en la explotación petrolera y megaminera, la expansión 
del turismo de lujo, el agronegocio exportador y la maquila, y ayudado por el 
Banco Mundial y otras Instituciones Financieras Internacionales, desalojan a 
campesinos y pescadores de sus tierras, mantienen los salarios a nivel miseria y 
echan mano a la fuerza represiva entrenada por la MINUSTAH. Todo a costa de 
una deuda también creciente, tanto financiera como social, ecológica y de género. 
 
La realización de esta Conferencia, y los planes en proceso de los que trata, que 
ocurre justo cuando se acaban de conocer nuevos casos de pedofilia y abusos 
sexuales practicados por efectivos franceses de las “misiones” de la ONU en Rca. 
Centroafricana (que se suman a una larga serie de hechos similares incluyendo 
los de efectivos uruguayos en el Congo y Haití), una vez más ocultados 
deliberadamente por las autoridades de la ONU con la cínica excusa de “proteger 
a las víctimas”, demuestra que la intención es continuar sin revisión alguna esta 



 

política.  ”Una especie de biombo usado por algunas potencias para para 

mantener su domino y abrir una fase de nueva colonización”, como denunció 
Patrice Lumumba días antes de ser asesinado. Millones de muertos acumulados 
en este medio siglo bajo presencia de la ONU, dicen lo mismo. 
 
La permanencia de las tropas y la tutela de la MINUSTAH son una burla más de 
las esperanzas de “los pueblos”, traicionados por la sumisión de las Naciones 
Unidas a los intereses del poder. 
 
Exigimos que escuche la voz del pueblo haitiano. Son las y los haitianos, quienes 
tienen el derecho, pueden y serán los artífices de su propio destino. Si existiera 
vuestro compromiso con la paz solo podría ejercerse con el retiro inmediato de 
todas las tropas, abandonando la imposición de una policía militar extranjera 
dispuesta a bañar en sangre la legítima rebelión del pueblo oprimido. 
 
Exigimos que reconozcan sus responsabilidades en el debilitamiento de las 
instituciones haitianas y el incumplimiento de los derechos humanos de su 
población, en la inseguridad acrecentada por las violaciones a mujeres, niños de 
parte de las fuerzas de la MINUSTAH, y en la introducción del cólera, la “ayuda” a 
los procesos de entrega y saqueo de las vidas y bienes naturales del pueblo de 
Haití. Exigimos detener esas acciones, restituir lo robado y reparar las múltiples 
deudas y crímenes de esta ocupación y colonización de Haití. No nos cabe duda 
que políticas de solidaridad y cooperación genuinas son posibles; es hora que más 
países multipliquen los ejemplos justos y generosos que existen. 
 
Coordinación por el retiro de las tropas de Haití 
 
Primeras Adhesiones: 
 
Comité argentino de solidaridad por el retiro de las tropas de Haití 
 
Jubileo Sur/Américas 
 
Diálogo 2000 Argentina 
 
Servicio Paz y Justicia Argentina 
 
Frente Popular Dario Santillán, Argentina 
 
Dialogo 2000 
Campaña: Haití NO Minustah 
Jubileo Sur/Américas 
 
 
 
 



 

Ecuador 
 

¿Y LA DEUDA ECOLÓGICA DE CHINA CON ECUADOR? 
 

Crece cada día más la preocupación en el país por 
el incremento de la deuda externa ecuatoriana, en 
especial con China. Hasta noviembre del 2014, la 
deuda con China llegó a 4.7047 millones de 
dólares, sin tomar en cuenta la venta anticipada de 
petróleo por 2.000 millones de dólares.  Para el 
2015 el gobierno ha anunciado nuevas líneas de 
crédito con China por 7.526 millones.  China es el 
mayor acreedor bilateral del Ecuador.  
 
 Los créditos chinos vienen condicionados a la 
contratación de empresas y un porcentaje de mano 
de obra de ese país. Además debido a acuerdos 

previos con China, los proyectos se entregan a sus empresas bajo el régimen de 
excepción, es decir sin mediar una convocatoria pública. 
 
 Pero cuando hablamos del endeudamiento con la China, no podemos dejar de 
lado las más de 80 empresas chinas que se encuentran operando en nuestro país 
en diversos sectores:  construcción de carreteras, hospitales, equipos para 
seguridad, instalación de fibra óptica para telecomunicaciones, etc.  Las empresas 
chinas están ganando terreno en los proyectos hidroeléctricos y para la 
explotación petrolera y minera en el Ecuador.  
 
 El 28 de julio del 2010 la empresa estatal china SINOHYDRO inició la 
construcción del proyecto hidroeléctrico Coca Codo Sinclair.   En diciembre del 
2014, un derrumbe en el pozo de presión #1 cobró al vida de 13 obreros, tres 
chinos y 10 ecuatorianos, y 12 heridos. Desde que comenzó la construcción de 
esta obra se han venido presentando denuncias de maltrato laboral. 
 
 El 30 de mayo del 2011 CHINA INTERNACIONAL WATER & ELECTRIC CORP 
(CWE) inició la construcción del proyecto Hidroeléctrico Toachi-Pilatón.  La 
empresa Rusa Inter Rao Uees se encargaría del equipamiento 
electromecánico.  Su financiamiento proviene del Banco del IESS ($250 millones), 
un crédito del Eximbank de Rusia ($123 millones) y $144 millones del Ministerio de 
Finanzas.  La obra inició con 880 trabajadores, 630 ecuatorianos y 250 
chinos.  Las denuncias por maltratos laborales y condiciones deficientes de 
salubridad y seguridad en los proyectos hidroeléctricos por parte de las empresas 
chinas han sido una constante.   En marzo del 2013 la empresa CWE fue 
sancionada con una multa de más de USD 3,25 millones por incumplimientos en 
plazos, procedimientos técnicos, y normas de salud y seguridad industrial. 
 



 

El contrato suscrito con el consorcio 
CHINA TIESIJU CIVIL 
ENGINEERING GROUP LT  para la 
ejecución de la primera etapa del 
Proyecto Múltipropósito Chone 
incluye la construcción de una presa 
que afectará aproximadamente a 
6.000 campesinos de Manabí, 
inundará más de 5.000 hectáreas de 
suelos agrícolas de alta calidad y 
aislará unas 14.000 hectáreas 
adicionales.  Como resultado, el cantón Chone perderá además 20 millones de 
dólares en ingresos anuales por la producción campesina de la zona que será 
afectada.  En el 2012 la compañía canceló el contrato de forma unilateral debido 
principalmente a la falta de estudios técnicos. 
 
 Estos proyectos implican la apropiación de caudales enteros de ríos y cuencas de 
drenaje incluido páramos y fuentes de recolectoras de agua, y de reservas 
naturales como bosques y montañas por 30 a 50 años o más, produciendo 
desplazamientos masivos de poblaciones, deforestación y desertificación, desvío y 
secamiento de ríos y pérdida de biodiversidad fluvial. 
 
 En el área petrolera, a finales del 2005 ingresaron las empresas chinas a la 
Amazonía ecuatoriana.  El consorcio formado por las empresas estatales chinas 
CNPC y SINOPEC, - que en el Ecuador toman el nombre de ANDES 
PETROLEUM y PETRO ORIENTAL -, operan en los bloques, 14,17 y 62 
(Tarapoa) antes en manos de la canadiense ENCANA.  Por otra parte, 
Petroamazonas suele contratar a la empresa china SINOPEC para trabajos de 
perforación, esta empresa realizó también la prospección sísmica en toda la costa 
ecuatoriana en el 2009.  Las empresas chinas se han mostrado interesadas por 
explotar los campos del ITT en el Parque Nacional Yasuní.  El Gobierno viene 
además gestionando un crédito de $ 8 mil millones con el Banco Chino Comercial 
Industrial para financiar el 70% de la Refinería del Pacífico. 
 
 Las operaciones de las empresas chinas, como toda actividad petrolera, han 
causado impactos ambientales y sociales en los sitios donde funcionan, 
incluyendo los derrames de más de 300 barriles de petróleo en la Y de Harbert en 
Sucumbíos en el 2006; en la Comunidad Los Leones en Orellana en abril del 
2007; en Hormiguero en julio del 2011 también en Orellana; en Chiritza en julio del 
2014 en Sucumbíos y el más reciente, en donde se derramaron lodos de 
perforación que son muy tóxicos, ocurrido en enero del 2015 en la comunidad 
Chiro Isla ubicada en la zona de amortiguamiento del Parque Nacional Yasuni en 
Orellana.  Se suma a estos daños el impacto social causado a las comunidades 
indígenas, como por ejemplo los efectos de la instalación de un campamento de 
SINOPEC en la comunidad de San Pablo de la nacionalidad Sieko pai, donde se 
denunciaron graves violaciones a los derechos de la comunidad. 
 



 

 En los últimos años el Ecuador experimenta una reactivación nunca antes vista de 
proyectos mineros.  Entre ellos se cuenta el proyecto minero Mirador, en manos 
de la empresa ECSA, controlada por CHINA RAILWAY CONSTRUCTION 
CORPORATION (CRCC) y el grupo TONGLING NONFERROUS METALS. 
Ecuacorriente firmó con el gobierno ecuatoriano el primer contrato minero para la 
explotación de un yacimiento de cobre en la Cordillera del Cóndor, Zamora 
Chinchipe, para realizar minería a cielo abierto. China financia tres de los cinco 
proyectos mineros denominados estratégicos, adicionalmente a Mirador, mina de 
cobre, (USD 846 millones) están: San Carlos Panantza (USD 1.222 millones), el 
proyecto Río Blanco con un yacimiento de oro, en manos de la CHINA JUNFIELD 
(USD 120 millones). 
 
El desarrollo de estos proyectos implican el movimiento de enormes cantidades de 
tierra y rocas, la destrucción del paisaje natural, el uso de sustancias químicas 
tóxicas, la liberación de elementos peligrosos, la alteración irreversible del medio 
social y natural, el consumo intensivo de agua y energía. Estos proyectos están 
enclavados en territorios de gran biodiversidad y territorio ancestral de la 
nacionalidad Shuar, donde ya se experimenta desplazamiento de la población. 
 
Se prevé vías de transporte y acceso para las operaciones mineras que van desde 
el sur amazónico hasta el Océano Pacífico, por lo que una reconfiguración 
territorial es inevitable. Los pasivos socio-ambientales ya se hacen evidentes en la 
zona del proyecto Mirador en la que campesinos e indígenas apelan a valores que 
son inconmensurables, entre ellos la sacralidad del territorio y su derechos 
colectivos. Cabe mencionar que debido a la conflictividad minera en territorio 
Shuar han ocurrido la muerte de tres indígenas Shuar. 
 
Mientras esta situación ocurre ¿Quién se preocupa por la deuda ecológica de 
China con el Ecuador? 
 
Ivonne Yánez 
Fuente: http://www.accionecologica.org/ 
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Brasil 
 

Darío Bossi: “Informes de la Vale presentan medias verdades 
sobre problemas de las comunidades afectadas” 

 
Todos los años, empresas como la Vale 
S.A. precisan ser sometidas a una 
evaluación sobre sus impactos en la 
economía, medio ambiente, sociedad y 
gobernanza. En general, esos informes 
oficiales pasan lejos de la realidad de las 
comunidades cotidianamente afectadas 
por las acciones de la empresa. Como 
forma de rebatir las informaciones y 
mostrar cuáles son los reales daños 
causados por la corporación, la 
Articulación Internacional de los 

Damnificados por la Vale (AV) elabora el Informe de Insustentabilidad de la Vale. 
 
Se trata de un trabajo colectivo donde se reúnen denuncias e incumplimientos 
legales de la empresa, en las áreas arriba citadas. Persecución a los trabajadores, 
espionaje, gente infiltrada en los movimientos sociales, interferencia directa en el 
modo de vida de quilombolas e indígenas, operaciones sin los debidos análisis de 
impacto ambiental, son sólo algunas de las señaladas en el Informe de 
Insustentabilidad de la Vale 2015. 
 
En entrevista con la red Jubileo Sur Brasil, el padre Dario Bossi, de la Red Justicia 
en los Rieles, integrante de la Articulación Internacional de los Damnificados por la 
Vale, habla de la importancia del informe, que surgió a partir “de la indignación de 
esas comunidades frente a informaciones incompletas y a omisiones de la 
empresa en el informe”. 
 
De acuerdo con Bossi, tampoco se percibe de los estados ninguna intención para 
reparar esas violaciones. Aún más: los estados parecen contribuir para que las 
violaciones aumenten. Por eso, la urgencia de la articulación y su resistencia. 
 
Jubileo Sur Brasil – El objetivo del informe, además de denunciar, es cuestionar la 
sustentabilidad de la Vale en varios aspectos. Ejerce también, claramente, un 
papel de resistencia. ¿Puede decirnos sobre cómo comenzó la idea de realizar 
estos relevamientos? 
 
Dario Bossi – La Articulación Internacional de los Damnificados por la Vale (AV, 
por su sigla en portugués) es una red de apoyo a comunidades, trabajadores y 
bienes naturales, Damnificados o potencialmente Damnificados en diversos países 
del mundo por operaciones y proyectos de la empresa minera brasilera. Está 
compuesta por líderes de esas comunidades, así como por entidades, 



 

movimientos sociales, sindicatos y grupos de estudio académicos aliados a las 
diversas víctimas de la minería. La idea del “Informe de Insustentabilidad”, llamado 
también “Informe Sombra”, surgió a partir de la indignación de esas comunidades 
frente a las informaciones incompletas y a las omisiones de la empresa en los 
Informes de Sustentabilidad publicados anualmente. 
 
Si quisieran adherir al programa de las Naciones Unidas Global Compact y a la 
Global Reporting Iniciative, las empresas necesitan responder, anualmente, un 
cuestionario de autoevaluación de sus impactos en cuatro áreas estratégicas: 
economía, medio ambiente, sociedad y gobernanza. El objetivo de ese 
cuestionario es estimular a las multinacionales a disminuir cada vez más las 
violaciones provocadas por sus actividades en esos ámbitos y, por lo tanto, 
afirmarse como actores sustentables y garantizar un “sello de calidad” a sus 
actividades. 
 
Los Damnificados por la Vale son, en principio, muy críticos en relación con esas 
iniciativas de automonitoreo de los impactos por parte de las empresas. En el caso 
de la Vale S.A., que conocemos por estar provocando graves conflictos en los 
territorios que habitamos, los informes presentan siempre una media verdad y 
relativizan, en varios casos, los problemas reales que las poblaciones afectadas 
por la Vale denuncian con mucha frecuencia. 
 
Por eso, escuchar la voz de los Damnificados, sistematizar sus denuncias, mostrar 
la discrepancia entre lo que la Vale S.A. declara y la realidad de los hechos, así 
como dar a conocer los mecanismos de la empresa para la captura de valores, se 
vuelve, para la Articulación Internacional de los Damnificados por la Vale, un 
precioso y consistente instrumento de denuncia y resistencia. 
 
JSB – Existe la Asamblea de los accionistas y representantes de la Articulación de 
los Damnificados estarán presentes como “accionistas críticos”. ¿Esas 
participaciones han dado resultados en el sentido de explicar cuáles son, en la 
actualidad, las reales condiciones de la Vale? ¿Hay reacciones? 
 
Dario Bossi – Por sexta vez a lo largo de los últimos años, los Damnificados por la 
Vale estuvieron presentes en la Asamblea General de los Accionistas de la Vale, 
como accionistas críticos. En cada oportunidad, varios miembros de la Articulación 
de los Damnificados por la Vale o líderes impactados directamente por las 
operaciones de la empresa minera compran algunas pocas acciones de la 
empresa, para tener el derecho a participar y de tener voz y voto ante los mayores 
accionistas de la multinacional. Líderes comunitarios, periodistas, profesores 
académicos, ambientalistas o sindicalistas ya fueron accionistas críticos. 
 
Con sus abstenciones o votos divergentes a los puntos de pauta preestablecidos 
por el Consejo de Administración de la empresa, los accionistas críticos quieren 
denunciar las violaciones provocadas por las operaciones de la multinacional, pero 
también alertar a los mayores accionistas en relación con el así llamado “riesgo 
Vale”. Se trata del análisis costo-beneficio que la empresa y los mercados 



 

financieros aplican a todo tipo de actividad, inclusive a los impactos negativos de 
las operaciones de la empresa minera. En la visión de los accionistas críticos, la 
Dirección Ejecutiva de la empresa peca al omitir informaciones relevantes en sus 
informes a los accionistas. Ciertos casos de conflicto entre las operaciones de la 
empresa y las comunidades generan daños a su imagen y a las propias 
operaciones, pero eso no es expuesto, mucho menos debatido. 
 
En la lógica de los emprendedores, si el costo económico de las violaciones 
provocadas por la empresa fuere comprobado y se demostrara, a medio o largo 
plazo, es una amenaza para las perspectivas de lucro, por lo que el cambio y un 
mayor respeto a las reivindicaciones populares se vuelven la alternativa más 
conveniente. 
 
Algunos miembros de los Damnificados por la Vale participan en la Asamblea 
General de los Accionistas; otros colegas, en la misma oportunidad, ofrecen 
entrevistas a la prensa y otros también se manifiestan frente a la sede de la 
empresa. Este año, por ejemplo, una líder del municipio minero [Estado de Minas 
Gerais] de Catas Altas denunció los impactos de cinco minas de la Vale en su 
región y la desidia de la empresa. La cacique del pueblo Akratikatege, en el 
Municipio de Bom Jesus do Tocantins (Pará), relató llorando los daños provocados 
por la empresa en su territorio y una líder quilombola de Itapecuru Mirim 
(Maranhão) explicó por qué los quilombos de su región decidieron bloquear, por 
cinco días, la Ferrovía Carajás, la través de la cual la Vale le da salida al mineral 
para su exportación. 
 
Hay resultados inmediatos, que impactan la imagen de la empresa y confirman 
frente a la opinión pública la falta de respeto de la misma para con comunidades 
enteras y territorios. A pesar de una aparente disposición al diálogo, 
lamentablemente, la empresa no está queriendo cambiar su relación con los 
Damnificados. Después de varios años de participación en la asamblea, por 
ejemplo, en esta última edición, los Damnificados por la Vale denunciaron la falta 
de transparencia con respeto a la pauta de la reunión y sus actas, la omisión de 
información en los informes de la empresa, así como los obstáculos para una 
efectiva participación de los accionistas en la asamblea. 
 
JSB – En el Informe 2015, ¿se puede hacer una evaluación sobre si hubo avances 
o retrocesos en lo que tiene que ver con la reparación de las violaciones? 
 
Dario Bossi – Muchas de las violaciones denunciadas tienen sus raíces en el 
pasado y aún hoy no han sido reparadas, ni enfrentadas por la empresa con la 
suficiente determinación y eficacia. 
 
Un caso interesante y positivo, sin embargo, demuestra que la persistencia de las 
comunidades organizadas, con una asesoría competente y firmemente 
concentrada en la defensa de los derechos humanos, es capaz de incidir en la 
lógica de maximización del lucro de las empresas. Es el caso de la comunidad de 



 

Piquiá de Baixo, en el Municipio de Açailandia [Maranhão], a lo largo de la 
Ferrovía Carajás. 
 
Se trata de un poblado de cerca de 350 familias (más de 1 mil personas), 
fuertemente afectado por la contaminación de cinco empresas siderúrgicas en 
estrecha asociación con la Vale. 
 
Por dos años seguidos (2013 y 2014), un miembro de la Asociación Comunitaria 
de los Habitantes de Pequiá participó en la asamblea de accionistas de la Vale; el 
caso de Piquiá de Baixo fue publicado en dos informes de insustentabilidad 
redactados por los Damnificados por la Vale. Además, una esmerada 
investigación de la Federación Internacional de los Derechos Humanos, en 2011, 
produjo el informe “Cuónto valen los derechos humanos”, denunciando las graves 
violaciones del derecho a la salud, a la vivienda y a la vida en aquel barrio. 
 
La gravedad del caso, la movilización y la organización de la comunidad y de las 
entidades que la asesoran, conjuntamente con la mediación del Ministerio Público 
y de la Defensoría Pública, hicieron que la Vale acepte sentarse en una mesa de 
negociación, conjuntamente con las empresas siderúrgicas y el poder público 
municipal y estadual. El problema de Piquiá de Baixo todavía no está resuelto, 
pero ya fueron dados varios pasos significativos en la dirección de que se 
garanticen los derechos y se defienda la vida de aquella población. 
 
JSB – Leyendo el trabajo, se percibe que en los países donde la Vale actúa, las 
violaciones son constantes y con aspectos diferentes, ambientales, económicos, 
hídricos, de explotación laboral. En Brasil, específicamente, ¿hay alguna iniciativa 
de los gobiernos para reparar esas violaciones? 
 
Dario Bossi – Es una pregunta que debería tener una respuesta detallada y 
profunda. En líneas generales, con la exclusión del caso indicado arriba, siento 
responder que no sólo no veo iniciativas consistentes para reparar esas 
violaciones, sino que también me parece que la política de los gobiernos está, 
hace varios años, contribuyendo para que éstas aumenten. Puedo citar, por 
ejemplo, la suspensión de la medida cautelar con la que el Tribunal Regional 
Federal de la Primera Región, en Brasilia, suspendió los efectos de la decisión de 
la Justicia Federal de Maranhão, que declaraba ilegal la licencia ambiental de la 
duplicación de la Ferrovía Carajás. 
 
Por un lado, decenas de comunidades impactadas por las operaciones de 
expansión del enorme sistema de salida del mineral para su exportación 
denunciaban, comprobadamente, la falta de consulta y la ausencia del Estudio de 
Impacto Ambiental; por otro lado, el Poder Judicial alegó amenaza al orden y 
economía públicos, en la medida en que determinaba la suspensión de las 
actividades de la empresa privada Vale S.A. Así, mientras el proceso todavía 
espera el juicio, las obras de duplicación están desarrollándose viento en popa y 
las violaciones están multiplicándose a lo largo de los casi 900 Km de la Ferrovía 
Carajás. 



 

 
Esa actitud del presidente del TRF de la 1ª Región responde a relevantes 
intereses económicos, los mismos que orientaron la redacción del Plan Nacional 
de Minería 2030. Ese plan prevé, para los próximos 20 años, el aumento de la 
extracción mineral en tres, cuatro o cinco veces (conforme los diversos tipos de 
mineral). Para ello, necesita un Marco Legal de la Minería, que flexibilice todavía 
más las vinculaciones de la legislación ambiental y no avance en la afirmación de 
los derechos laborales en la minería. 
 
Otro ejemplo de la ambigüedad de las decisiones del Estado brasilero es el caso 
de la disputa de territorios entre la mina Apolo, de la Vale, y el proyecto de Parque 
Nacional de la Sierra de Gandarela, en Minas Gerais. Al final, el gobierno creó el 
Parque Nacional, pero resguardando para la empresa, exactamente, las áreas 
más ricas en mineral, que son también, las cuencas del agua que alimenta a toda 
la región… ¡Y al propio Parque! 
 
Por último, necesitamos hacer referencia a la absoluta omisión del gobierno, hasta 
ahora, en la investigación de las graves denuncias sobre espionaje, infiltraciones y 
acceso a datos personales reservados, para monitoreo de las líderes, grupos y 
entidades que denuncian las violaciones de la empresa Vale S.A. y del consorcio 
de construcción de la represa de Belo Monte [Pará]. 
 
Una acción significativa del gobierno es el combate al Trabajo Esclavo, realizado 
por el Ministerio de Trabajo, con seriedad e incidencia, especialmente en las 
denuncias y fiscalizaciones. El trabajo esclavo es otro fenómeno ligado a la 
cadena de minería y siderurgia, sea en la producción de carbón para uso 
siderúrgico, sea en las propias minas. En febrero de 2015, la Vale fue denunciada 
por someter a 309 trabajadores de la Mina do Pico (Itabirito – Minas Gerais) a una 
situación análoga a la esclavitud. Las denuncias reportan baños con aire infectado 
y heces esparcidas por el suelo, jornadas de trabajo exhaustivas, condiciones 
degradantes y trabajadores víctimas de fraude, promesa engañosa y amenaza. 
Los auditores fiscales clasificaron el ambiente como “repugnante”. El obrador fue 
interdictado y la Vale procesada por 32 infracciones laborales. 
 
JSB – Finalmente, el informe deja bien claro, inclusive, sobre la sustentabilidad 
financiera -blanco de cuestionamientos cuando se hizo la privatización y el 
plebiscito popular. ¿Es posible afirmar que la privatización fue, de hecho, un 
retroceso en un escenario económico de debilidades? 
 
Dario Bossi–Sin duda, así como otros casos de privatizaciones más o menos 
recientes. Lo que ocurrió con la Vale es particularmente escandaloso, por la 
desvalorización total con que la empresa fue entregada al capital y a los intereses 
privados, pero también por las complicidades mal disfrazadas que permitieron ese 
negocio ilegal y aún hoy impune. 
 
Más de 100 acciones populares fueron presentadas contra la privatización de la 
Vale. El movimiento de denuncia no pierde el entusiasmo, a pesar del injustificable 



 

retardo del ministro Gilmar Mendes [del Supremo Tribunal Federal], y continúa 
reivindicando del STF la devolución de las acciones a la Justicia Federal de Belém 
[Pará], donde deberá ser instaurada una pericia de reevaluación del acervo de la 
Compañía Vale del Río Doce y realizados los juzgamientos en primera instancia. 
 
Entrevista por Rogéria Araujo. Jubileu Sul Brasil,  
Tradução: Agência Adital 
 
 

Jubileo Sur Brasil reúne integrantes para encuentro general en 
Brasília 

 
La Red Jubileo Sur Brasil realizó en los 
días 12 y 13 de marzo su reunión general. 
El encuentro se llevó a cabo en el 
auditorio de la Cáritas Nacional, en 
Brasília, y entre las pautas estuvieron la 
agenda para el año de 2015, la Campaña 
de Solidaridad con Haití, análisis de 
conyuntura, agenda común con Jubileo 
Sur/ Américas, además del lanzamiento 

de nuevo sitio y del video conmemorativo de los 15 años de la red. 
 
El encuentro reunió a integrantes de la red que actúan em varias areas y en 
distintas partes del país. La idea es que toda esa pluralidad fortalezca los debates 
y genere propuestas concretas a lo largo del año. 
 
El 12, de las 10 a las 12h30 se realizó una reunión sobre la Campaña de 
Solidaridad con Haití. Las organizaciones presentaron informes sobre la situación 
y actuación en el país haitiano y, enseguida, fue construida una propuesta 
brasilera de la Campaña y Jornada de Lucha en favor de la soberanía de Haiti, 
que sufre con la ocupación de la Misión de Estabilización de la ONU, la Minustah, 
hace 10 años. Para ello, se realizará un seminario en mayo próximo. 
 
También el día 12, se lanzó el video conmemorativo de los 15 años de la red 
Jubileo Sur Brasil, en lo que participaron vários actores que tuvieron y tienen 
grande contribución para la historia y actuación de la red. En la misma noche se 
presentó el nuevo sitio oficial de JSB. 
 
En el marco de programación fue discutida, aun, la actuación y participación de la 
red en varios espacios de convergencia y militancia, con el objetivo de construir 
una agenda donde la red se hará presente. 
 
Además, el encuentro elaboró un análisis de la realidad, desde de los saberes de 
cada organización y señalando lo que es prioritario para el trabajo de la red en 
2015. También se presentó la planificación a partir de las prioridades colocada en 



 

análisis de la realidad del país y del Plan de 
Acción de Jubileo Sur/Américas (Deuda, 
Militarización y Clima). 
 
Por fin, e los días 14 y 15 se realizó el curso “El 
Estado Financierizado”. El curso contó con 
clases expositivas, talleres en grupo para 
profundización del temas y exhibición de videos 
sobre las temáticas. Todo el material del curso está disponible em el sitio 
(www.jubileusul.org.br). 
 
Para saber más sobre la red Jubileu Sur Brasil: 
 
http://www.jubileusul.org.br 
 

Argentina 
 

¿Reestructurar deuda o resolver el problema? 

La Asamblea General de NN.UU. dio inicio formal, a 

principios de febrero, a la negociación de un marco jurídico 

multilateral para la reestructuración de deudas públicas. 

Hace tiempo que ese organismo viene debatiendo al 

respecto, pero fue la negativa del gobierno de EE.UU. a 

tirarle el salvavidas esperado por el gobierno argentino en 

su pelea con los fondos buitre, y el sucesivo cambio de estrategia de la Argentina 

en junio 2014, lo que galvanizó el apoyo de los países “en vías de desarrollo” – el 

G77+China – e hizo posible aprobar en septiembre, un proceso de redacción veloz 

de esta nueva propuesta regulatoria. 

El objetivo planteado, según sus impulsores, es ‘aumentar la eficiencia, la 

estabilidad, y la previsibilidad del sistema financiero internacional y lograr un 

crecimiento económico sostenido, inclusivo, y equitativo’. Más en criollo, la 

propuesta arrimada por la Argentina señala directamente el interés en evitar que 

“un pequeño núcleo de fondos altamente especulativos y litigiosos tramen 

estrategias abusivas a fin de cobrar ganancias extraordinarias al bloquear los 

esfuerzos legítimos de Estados soberanos para encontrar soluciones eficientes, 

equitativas, legales y sostenibles a sus crisis de deuda.” 

Con esa expectativa, el Comité creado para redactar el nuevo marco jurídico, 

integrado por todos los Estados interesados, realizó su primera reunión del 3 al 5 

de febrero, en Nueva York.[iii]Proyecta dos reuniones más, para fin de abril y julio, 

http://www.jubileusul.org.br/


 

antes de buscar aprobación de parte de la Asamblea General e iniciar el proceso 

posterior de ratificaciones. 

Enfrentar el sistema de endeudamiento, encarando su ilegitimidad 

Diálogo 2000, junto a la red Jubileo Sur/Américas, respondieron a la invitación 

para hacer llegar sus consideraciones y propuestas, señalando la necesidad de 

que un nuevo marco jurídico contribuya a fortalecer la capacidad de acción de los 

pueblos y países que quieren enfrentar la perversa lógica y consecuencias del 

sistema de endeudamiento en su conjunto.[iv]En su defecto, alertan del peligro 

que el esfuerzo sirva simplemente para agilizar el funcionamiento de un sistema 

que, más allá de los fondos buitre, significa el saqueo permanente y violación de 

los derechos de los pueblos a partir del cobro sostenido de ganancias usureras y 

el pago continuo de deudas ilegítimas que rara vez benefician a quienes son 

obligados a servirlas. 

Las dos entidades destacan que toda gestión de deuda pública debe basarse en la 

primacía de los derechos humanos por sobre cualquier contrato y llaman la 

atención sobre la ausencia de referencia a este requisito en la resolución que 

estableció la negociación ahora iniciada. Proponen que se tome como punto de 

partida los Principios Rectores sobre Deuda Externa y Derechos Humanos,[v] 

aprobados en 2012 por el Consejo de Derechos Humanos, recomendación 

también formulada por el actual Experto Independiente de NN.UU. sobre Deuda y 

Derechos Humanos, el argentino Juan Pablo Bohoslavsky.[vi] 

En línea con los Principios Rectores, amén de la recomendación realizada a la 

Argentina por el anterior Experto, Cephas Lumina, luego de su Misión al país en 

noviembre de 2013,[vii]Diálogo 2000 y Jubileo Sur/Américas además plantean 

incorporar al nuevo marco un mecanismo participativo e integral para determinar la 

legitimidad de los reclamos y excluir de futuros pagos a todo reclamo ilegítimo o 

ilícito. 

Defienden la centralidad de esta investigación o auditoría al reconocer que las 

deudas que se buscan cobrar a los pueblos, sobre todo en el Sur, por lo general 

tienen poco o nada que ver con un ingreso previo de recursos. “Han sido 

generadas, en su mayoría, sin contrapartida alguna en bienes o servicios para los 

pueblos…, (responden) a los intereses de los prestadores…, los pueblos suelen 

no sólo no tener voz ni voto al respecto, sino que además sus expresiones de 

protesta o rechazo suelen ser ignoradas o peor aún, reprimidas y criminalizadas,” 

agregan. 

Por eso, las dos entidades subrayan que “debería ser prioritario para NN.UU. 

fortalecer la voluntad y capacidad de los pueblos y sus Estados para investigar y 



 

denunciar la ilegitimidad e ilicitud de las deudas, antes de seguir comprometiendo 

su presente y futuro con nuevas modalidades y términos de pago.”[viii]Afirman 

también, en el texto puesto a consideración de los Estados, que 

“reestructuraciones de deuda que no se basen en la identificación y exclusión de 

los reclamos de cobro viciados, como se ha visto reiteradamente… en Argentina y 

tantos otros países, solo favorecerán la continuidad del sistema de saqueo contra 

los derechos e intereses de quienes más demandan la protección del marco 

jurídico internacional.” 

Experiencias concretas como la de la República de Ecuador han demostrado la 

posibilidad y el valor de auditar los reclamos de deuda. En Argentina ha sido una 

reivindicación de larga data, sustentada además en decisiones judiciales como el 

Fallo Olmos del año 2000, que comprueba la fraudulencia de gran parte de la 

deuda que el pueblo sigue siendo obligado a pagar. Más recientemente ha sido 

apoyada con la conformación de la Asamblea por la Suspensión de Pagos e 

Investigación de la Deuda y por la Defensa del Patrimonio Nacional y los Bienes 

Comunes,[x]un espacio multisectorial que, entre otras demandas, reclama al 

Congreso de la Nación la puesta en funcionamiento de la Comisión Bicameral 

Investigadora de la Deuda cuya creación aprobó en septiembre pero sin visos de 

continuidad. 

Poner fin a la Impunidad 

Al concluir su presentación, Diálogo 2000 y Jubileo Sur/Américas refieren al 

Comité el desafío de desandar la arquitectura de impunidad corporativa construida 

nacional e internacionalmente a lo largo de las últimas décadas de hegemonía 

neoliberal, muchas veces a través del poder extorsivo del propio endeudamiento 

ilegítimo e injusto. 

Enfatizan la necesidad de revertir, por ejemplo, los límites a la soberanía popular y 

nacional establecidos por instrumentos tales como la Ley de Inmunidad Soberana 

Extranjera de EE.UU., los tratados de libre comercio y de protección a las 

inversiones y la aceptación de jurisdicciones extranjeras y foros asimétricos como 

el CIADI. Proponen vincular las negociaciones para un nuevo marco para la 

reestructuración de deudas, al proceso ya iniciado en el Consejo de Derechos 

Humanos para redactar un convenio multilateral para someter a los grandes 

actores privados del sistema internacional económico– incluyendo los bancos, 

fondos buitre y otras transnacionales financieras – al cumplimiento de los 

derechos humanos. 

Por cierto, ambos procesos tienen por ahora un futuro abierto. Haber logrado que 

el debate se dé en NN.UU., y no en los “foros especializados” como el FMI o el 



 

Banco Mundial, puede considerarse un avance. Pero la ausencia en esta primera 

reunión de representación de esas instituciones y los países centrales como 

EE.UU., la Unión Europea, Japón y Canadá, los mismos que ya votaron en contra 

de las negociaciones y que son los principales protectores de los fondos buitre, las 

corporaciones transnacionales y de toda la gama de políticas e instrumentos 

constitutivos del sistema de endeudamiento y expoliación que somete 

permanentemente a los pueblos, a la naturaleza y a cualquier gobierno que busca 

romper con su lógica, en el mejor de los casos abre un gran interrogante sobre las 

consecuencias prácticas del esfuerzo. 

En la presentación de su propuesta ante el Comité – disponible solo en inglés – , 

el gobierno de la Argentina enfatiza que reestructurar la deuda es un derecho y 

una decisión soberana de todo Estado. Propone la creación de un “Mecanismo 

multilateral de reestructuración de deudas soberanas (sic)”, supervisado por un 

“Comité de Verificación” integrado por tres Estados: uno escogido por el Estado 

reestructurante y los otros dos por el conjunto de Estados-parte del convenio. 

Propone que el Estado reestructurante establezca un procedimiento para la 

verificación y registro de reclamos – algo que el gobierno argentino se ha negado 

a realizar – pero remite tal verificación a la posibilidad de identificar posibles 

conflictos de interés a raíz de la tenencia simultánea de reclamos de deuda y de 

instrumentos de cobro vinculados a la eventualidad de una situación de no-pago. 

Soberanía y derechos vs. Sostenibilidad del pago 

Se limita, en pocas palabras, a una propuesta que sigue esquivando el problema 

de fondo del sistema de endeudamiento que es la dominación y saqueo 

permanente que ejerce. Su objetivo, continuar siendo “pagador serial”, como lo ha 

planteado la presidenta argentina, de una deuda cuya legitimidad no está 

dispuesta a cuestionar a fin de poder seguir endeudándose afuera del país. Aclara 

que el Estado reestructurante debe garantizar la “representación genuina y eficaz” 

de los intereses de quienes se identifican como acreedores, pero en ningún 

momento refiere a la defensa de los intereses – y mucho menos la participación – 

de quienes han sido o serán afectados en sus derechos por la generación de las 

deudas reclamadas y su pago.  O sea, sigue priorizándose “la sostenibilidad del 

pago”, por sobre los derechos de los pueblos, los únicos acreedores legítimos. 

Reestructurar deudas no es sinónimo de resolver las crisis del sistema de 

endeudamiento. Hoy se está viendo esto con toda claridad en Grecia, como en los 

años ’80 y ’90 se veía en todas partes del Sur. No obstante, los ajustes, 

privatizaciones, concesiones y nueva deuda producto de esas reestructuraciones, 

siguen generando consecuencias cada vez más graves para la soberanía y el 

buen vivir de esos pueblos. Por eso falta más bien fortalecer el protagonismo 



 

popular, recuperar y actualizar importantes fuentes de derecho como las Doctrinas 

Calvo, Drago y Espeche y la Doctrina de Deuda Odiosa, entre otras, que ponen 

límites al poder de los prestamistas y establecen la no obligación de pagar deudas 

contraídas sin el consentimiento de los pueblos y en contra de sus intereses. Solo 

así se podrá revertir los supuestos derechos del mercado y de todos los 

prestamistas, cuyo único propósito es seguir cobrando y acumulando lo que los 

pueblos necesitan para vivir. 

Beverly Keene, Diálogo 2000/Jubileo Sur Argentina 
Buenos Aires, 
 

  

Perú 

Rosa Rivero, compañera de la Marcha Mundial de la Mujeres, región Macronorte 
del Perú, brindo una entrevista para comunicaciones de Jubileo Sur/Américas, a 
fin de conocer sobre la situación que se vive en la zona de resistencia contra el 
proyecto Tía María, recién hemos visto como los mecanismos de criminalización y 
represión hacia las comunidades que se opones a este proyecto, al respecto de 
ello Rosa nos comentó:  



 

Lo primero que se debe saber es que esta lucha no empezó ahora, este viene 
siendo un proceso que data desde años atrás, y fue en el 2009  que como 
resultado de la presión de las poblaciones, los gobiernos locales y la población 
realizaran una consulta sobre el proyecto, el resultado fue más que contundente: 
Rechazo al Proyecto, que de por si establece una duda legítima sobre la 
participación de otros proyectos y sus impactos ambientales. NO SE CUENTA 
CON LICENCIA SOCIAL 
 
De hecho el primer Estudio de Impacto Ambiental de este proyectos,  2011, 
mostró que la empresa carecía de cualquier legitimidad, a esto se le sume que  el 
Ministerio de Energía y Minas ha concesionado dos terceras partes de la provincia 
de Islay, en el caso de  Cocachacra se encuentra prácticamente concesionada.  
 
Otro elemento importante es el mismo contexto sociopolítico del país, ya que en  
estos momentos  se aprueba en el Congreso de la Republica otro paquetazo 
ambiental para despojar de los territorios a las comunidades y restar funciones a 
las Rondas Campesina actores protagónicos de la lucha en el Conga. 
 
Son un promedio de 40 a 50 mil agricultores y pobladores en general que se 
dedican a cultivar sus parcelas y pastar sus animales, cuyo sustento está 
relacionado directa e indirectamente con las actividades agropecuarias, la 
comunidad es una despensa de alimentos de la región sur, son pequeños 
productores de arroz, aceituna, ajos, papa, caña de azúcar, y a pesar de no contar 
con apoyo estatal, han seguido manteniendo su vocación de aportar alimento para 
las otras regiones del país.  
 
Queremos destacas el papel que las mujeres están teniendo en todo el proceso de 
la lucha, se puede ver su avance y desarrollo de argumentos como dirigentes 
agrarias, en la olla común y en la lucha como en la foto. 
 
Entender la oposición a este proyecto es sencillo: es una confrontación de 
intereses entre la Agricultura y la Minería, es decir entre el sustento del alimento y 
la vida luchando contra la extracción y depredación, esto ya es un asunto de 
identidad comunitaria de raíces prehispánica 
 
Parte de las estrategias que el gobierno y la empresa ha buscado con los dos 
meses de tregua son:  
1. Desgastar la resistencia 
2. Apresar dirigentes  
3. Corromper dirigentes  
4. Comprar conciencias 
 
Importante destacar que el mal llamado proceso de “dialogo” y “concertación” no 
ha funcionado, la población en lucha y resistencia ha rebasado a estas 
propuestas, ya la gente sabe que las intenciones del gobierno siguen orientadas a 
favorecer este tipo de proyectos extractivos, y no en función del bienestar colectivo 



 

de las comunidades, aunque esto implique impactos devastadores a nivel social y 
ambiental. 
Por todo esto, hacemos un llamado a la Solidaridad con la resistencia del Valle de 
Tambo, frente a la militarización y el avasallamiento de las transnacionales 
mineras. 
 

¡¡ SEGUIREMOS EN MARCHA HASTA QUE NUESTROS CUERPOS Y 
TERRITORIOS SEAN LIBRES!! 

 
Rosa Rivero, 
E-mail: rosiriveroper@yahoo.com 
 
Comunicaciones Jubileo Sur/Américas 
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